
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD DE CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / NO TIENE TÉRMINO LEGAL ESPECIAL PARA RESPONDERLA / APLICA, POR ENDE, EL TÉRMINO GENERAL DE QUINCE DÍAS / PETICIÓN PREMATURA.
… en este caso concreto es menester verificar la posible vulneración, tanto del derecho fundamental de petición, como a la seguridad social.

En relación con el primero, ha establecido la jurisprudencia que la respuesta debe ser oportuna, de fondo y congruente con la reclamación y, específicamente sobre la oportunidad…
… es inexistente en el ordenamiento jurídico alguna norma que de manera especial establezca el término para resolver una petición orientada a que alguna de las entidades encargadas de calificar en primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral, agende la cita para la valoración respectiva; como así es, el término para el efecto, será el de 15 días que corresponde a la regla general…
… coincide la Sala con el Juzgado de primera instancia, en el sentido de que para cuando se radicó el resguardo, el 23 de abril del año 2019, no había fenecido tiempo con el que disponía la entidad para emitir algún pronunciamiento frente a la petición radicada el 2 de abril anterior; basta contar que desde la primera fecha hasta la última, solo hay 13 días hábiles.
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante contra la sentencia del 8 de mayo último, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Luis Emilio Rivera Trujillo inició frente a Colpensiones.

 


ANTECEDENTES
  



Luis Emilio Rivera Trujillo, acudió a este medio en procura de la protección de sus derechos fundamentales a la salud, seguridad social, mínimo vital y debido proceso, que considera conculcados por la entidad accionada.




Concretamente informó que el 26 de marzo del 2019 envió a Colpensiones un formulario para la determinación de su pérdida de capacidad laboral con toda la historia clínica y la documentación pertinente, mediante la empresa de correo 4 72, lo cual quedó registrado bajo el número de guía RA098451537CO; sin embargo, transcurridos 15 días, que es el tiempo en el cual la accionada debe agendar la cita no ha recibido comunicación alguna. 




Por lo anterior acudió a Colpensiones personalmente, empero, le informaron que debía seguir esperando. 





Hizo saber que padece diversas enfermedades que le impiden tener una vida laboral activa, patologías que se agravan con los días.





Pidió, por tanto, que se ordenara a Colpensiones asignar una cita  para determinar su pérdida de capacidad laboral. 




A la demanda anexó la copia del formulario para la solicitud de pérdida de capacidad laboral (f. 5) y la constancia de envío de correspondencia (f. 6).
  



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de dos días a varias dependencias de la Administradora de Pensiones, entre ellas a la Directora de Medicina laboral (f. 8).




La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones informó que la petición a la que aludió el actor fue radicada el 2 de abril del año 2019, por lo cual se encuentra dentro del término para darle respuesta, esto si se tiene en cuenta que no han transcurrido 15 días hábiles (f. 11).




El Juzgado de primera instancia negó el resguardo comoquiera que cuando se presentó la solicitud de tutela no había expirado el término de 30 días de que trata el artículo 29 del decreto 1352 del 2013, con el que contaba la entidad para dar solución a lo pedido (f. 16).




Impugnó el demandante, quien manifestó que, para cuando se profirió el fallo de tutela, el 8 de mayo del 2019, si se estaba frente a la vulneración de sus derechos fundamentales, comoquiera que para ese momento ya se habían superado los 30 días previstos en el aludido canon. 

CONSIDERACIONES

Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares.





En uso de tal prerrogativa, Luis Emilio Rivera Trujillo hizo valer los derechos fundamentales invocados, en consideración a que Colpensiones omite fijarle una fecha para la valoración por pérdida de capacidad laboral que radicó desde el 2 de abril del 2019. 




Preliminarmente, debe señalarse que la legitimación en la causa por activa es clara, en la medida en que fue el demandante quien elevó la petición cuya respuesta se demanda; por pasiva, sin embargo, en la normativa sobre las funciones de quienes conforman la estructura interna de Colpensiones, la carga a imponer recaería, en forma exclusiva, en la Dirección de Medicina Laboral. 




Tal circunstancia se verifica, en las contestaciones ofrecidas por la entidad
; en ese orden de ideas, la citada dependencia, sería la llamada a responder por el derecho reclamado, no así el resto de los funcionarios convocados. Si se lee el acuerdo 131 del 2018 expedido por la Junta Directiva de Colpensiones, en especial, lo que indica el numeral 4.3.2.2 en su artículo 4º, acorde con lo requerido en la demanda, se tiene que corresponde a aquella Dirección 
  



4.3.2.2. Adelantar las actividades necesarias para la calificación en primera oportunidad de la pérdida de la capacidad laboral, de acuerdo con la normatividad vigente.
Ahora bien, en este caso concreto es menester verificar la posible vulneración, tanto del derecho fundamental de petición, como a la seguridad social.

En relación con el primero, ha establecido la jurisprudencia que la respuesta debe ser oportuna, de fondo y congruente con la reclamación y, específicamente sobre la oportunidad, la Corte Constitucional ha explicado que 
:

“(…) por regla general el término para dar respuesta a cualquier tipo de solicitud es de 15 días, a no ser que se trate de (i) requerimientos sobre documentos o información, para lo cual el término se reduce a 10 días; o (ii) que lo que se solicite sea una consulta a las autoridades sobre las materias de su competencia, caso en el cual cuentan con 30 días para atender la petición. En cualquier caso, si la autoridad advierte que no es posible cumplir con los plazos estipulados, deberá informar de ello al peticionario antes de que venza el plazo inicial, e indicarle el tiempo razonable que le tomará dar una respuesta de fondo.” 

Y en relación con el segundo, la misma Corporación ha establecido que
:
“Atendiendo a la importancia del derecho que tienen las personas dentro del Sistema de Seguridad Social de recibir una calificación de su pérdida de capacidad laboral y la incidencia de ésta para lograr la obtención de prestaciones económicas y asistenciales, de las cuales dependan los derechos fundamentales a la seguridad social o al mínimo vital, se considera que todo acto dirigido a dilatar o negar injustificadamente su realización, es contrario a la Constitución y al deber de protección de las garantías iusfundamentales en que ella se funda.” (Se destaca).
Ahora bien, es inexistente en el ordenamiento jurídico alguna norma que de manera especial establezca el término para resolver una petición orientada a que alguna de las entidades encargadas de calificar en primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral, agende la cita para la valoración respectiva; como así es, el término para el efecto, será el de 15 días que corresponde a la regla general, que acaba de explicarse.
Por ello, coincide la Sala con el Juzgado de primera instancia, en el sentido de que para cuando se radicó el resguardo, el 23 de abril del año 2019, no había fenecido tiempo con el que disponía la entidad para emitir algún pronunciamiento frente a la petición radicada el 2 de abril anterior; basta contar que desde la primera fecha hasta la última, solo hay 13 días hábiles. 
Esto, al margen de la apreciación que trae el fallo sobre el término de 30 días a que alude el artículo 29 del Decreto 1352 de 2013, que a juicio de la Sala, es inaplicable en lo que al derecho de petición concierne. 

Quiere significar lo anterior, que la protección se invocó prematuramente, circunstancia suficiente para confirmar la sentencia opugnada que la negó, como en efecto se hará.
Además porque si bien se invocó la presunta vulneración de la prerrogativa fundamental a la seguridad social conexa al derecho a que se califique la pérdida de capacidad laboral, por las mismas razones que acaban de exponerse, es claro que no hubo algún acto, por parte de Colpensiones, dirigido a dilatar o negar injustificadamente su realización, porque para cuando se presentó esta acción de tutela, se insiste en ello, la entidad se encontraba dentro del plazo razonable para resolver la solicitud.     





DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 8 de mayo del 2019, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que inició Luis Emilio Rivera Trujillo, frente a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES.





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA   
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